PROYECTO DE INTERVENCION EN EL EVENTO

“VISTETE DE ROJO POR LAS MUJERES”

EN CONMEMORACION DEL 20° ANIVERSARIO DE LA

APROBACION DE LA CONVENCIÓN  “BELÉM DO PARÁ”
Saludos…

La OEA supo producir hace justamente 20 años un instrumento jurídico fundamental para la lucha de las mujeres: la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. La Convención de BELEM DO PARA, que estableció por primera vez el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia y concretó el compromiso político de los gobiernos de la región para luchar  contra la violencia en todas sus formas: la física, la psicológica, la sexual, y en todos los ámbitos, tanto públicos como privados y también contra la perpetrada por el Estado. 

La Convención proporcionó un fuerte marco jurídico y de acción para esa lucha. Generó campañas de esclarecimiento, procesos de sensibilización, procedimientos judiciales y administrativos, capacitaciones de personal judicial, de salud, de seguridad, de atención de víctimas.

Por la enorme importancia que tiene la Convención y por los resultados que logró, es fundamental que los Estados que no la hayan ratificado, lo hagan, para ser así parte del proceso liberador de la mitad de los habitantes de sus naciones. Y a los que ratificaron la Convención, los instamos a que tengan presente que la violencia hacia las mujeres necesita voluntad política a todos los niveles y desde los tres poderes del Estado, y requiere transformaciónes del marco jurídico y un salto cualitativo en la protección con leyes integrales que contemplen las distintas manifestaciones de violencia que sufre la mujer, no solo desde la perspectiva de la sanción sino también considerando la prevención y la erradicación, en concordancia con las obligaciones que establece la Convención. 

Continuando el camino que inició este texto, en el 2004 se creó el Mecanismo de Seguimiento de la implementación de la Convención, instrumento de enorme importancia porque es una metodología multilateral, sistemática y permanente para ver los logros, los desafíos pendientes, las políticas públicas que aún deben desarrollarse.

No obstante estos avances significativos, la violencia sigue siendo una lamentable realidad diaria para las mujeres de la región tanto la que se da en el espacio público: en las calles, en las escuelas, en los trabajos, como la que con terrible frecuencia, se ejerce en el ámbito privado por esposos, novios, exparejas, que incluso puede culminar en homicidio. A todo esto hay que agregar la tolerada o la provocada por el Estado y sus agentes.

La violencia contra las mujeres es claramente una flagrante violación de sus derechos humanos que no podremos erradicar si no se garantiza la eliminación de la discriminación que la causa y el ejercicio de derechos en todos los ámbitos: políticos, jurídicos, sociales, económicos y culturales.

Sus causas específicas están arraigadas en el contexto de la discriminación sistémica por motivos de género y por otras formas de subordinación. Es una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres por la persistencia de factores culturales que han sido funcionales a su legitimación. Esta cultura patriarcal en marcos de debilidad institucional determina la vigencia del fenómeno de la violencia y su impunidad.

------
En la República Argentina hay numerosos avances desde la aprobación de la Convención:
Entre los avances normativos se cuenta la aprobación de la Ley 26.485 del año 2009, sobre Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los Ámbitos en que Desarrollan sus Relaciones Interpersonales.   Esta norma adecua la legislación nacional a las prescripciones sobre violencia contra las mujeres existentes en la Convención de Belem do Pará.
------
En el Código Penal introdujo la noción de femicidio en la tipificación del homicidio (art 80) considerándolo como un agravante de la pena por homicidio. Se establecien penas de reclusión perpetua para aquel que “matare a una mujer o a una persona que se auto perciba con identidad de género femenino y mediare violencia de género”. La figura de femicidio abarca las relaciones de “ascendiente, descendiente, cónyuge, ex cónyuge, o a la persona con quien mantiene o ha mantenido una relación de pareja, mediare o no convivencia”. Así se contemplan también los asesinatos de familiares y no sólo de parejas.
Además, la derogación del Art. 132 del Código Penal puso fin a la figura de avenimiento que seguía vigente como una rémora, donde una mujer podía liberar de la pena de su agresor sexual a través del casamiento.

-----
En relación a la Trata de Personas, desde 2008 la Argentina cuenta con la Ley 26.364 para la Prevención y Sanción de la Trata de Personas y asistencia a sus víctimas. En 2012 se realizaron modificaciones por las que se endurecen las penas, se deja de lado la figura del “consentimiento” que le restaba responsabilidad penal a quienes manejan las redes de trata y se crea el Consejo Federal para la Lucha contra la Trata de Personas, con el fin de brindar asistencia y garantizar los derechos de las víctimas.

-----
En cuanto al Acceso a la Justicia, el Ministerio Publico de la Defensa inauguró en el año 2012 un servicio de Patrocinio Jurídico Gratuito a víctimas de violencia de género en casos que sean de competencia de la Justicia Nacional Federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
Por otro lado, el Programa del Ministerio Público Fiscal sobre políticas de género establece acciones para el acceso efectivo de las mujeres a los mecanismos de la justicia que consisten en implementar instancias de sensibilización y capacitación para la introducción de la perspectiva de género en el tratamiento de delitos y atención a las mujeres para evitar su revictimización. 

También la Oficina de la Mujer de la Corte Suprema de Justicia firmó un convenio con el Ministerio Público Fiscal, para coordinar acciones tendientes a garantizar un efectivo acceso a la justicia de las mujeres víctimas de violencia en el ámbito doméstico. Con la suscripción del acuerdo, el Programa sobre Políticas de Género accede diariamente a las denuncias que recibe la Oficina de Violencia Doméstica de la Corte Suprema que se derivan a la Justicia Nacional en lo Criminal y Correccional de la Capital Federal e interviene en la investigación de los casos en colaboración con las Fiscalías actuantes.

El Ministerio de Desarrollo Social de la Nación, por su parte, pone a disposición "espacios de asistencia legal" en los Centros Integradores Comunitarios (CIC) de todo país y el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos ofrece los "Centros de Acceso a la Justicia" del Programa Justicia Para Todos.
-----
En relación con las Mujeres en Prisión, el Ministerio de Justicia creó dos programas destinados a garantizar un trato no discriminatorio y asegurar el pleno respeto de la dignidad y los derechos humanos de las mujeres en contextos de encierro: 
1) el Programa de Género en la Población Penitenciaria Federal y 
2) el Programa de Salud en Contextos de Encierro.

Para llevar a cabo el primero, creó el Consejo Ejecutivo de Políticas Penitenciarias de Género, que tiene por función el diseño, implementación, monitoreo y seguimiento -en conjunto con la Dirección Nacional del Servicio Penitenciario Federal- de políticas y acciones específicas que, garanticen el abordaje multisectorial e integral de las problemáticas y necesidades propias del género en institutos penales.
----
En materia de derechos sexuales y reproductivos  el Estado argentino a partir de 2003, impulsó una batería de leyes concernientes a su promoción, entre las que se destacan:

1. La Ley N° 25.673, que reconoce en forma específica la obligación del Estado en garantizar el acceso a los Derechos Sexuales y Reproductivos y crea el Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable, en el ámbito del Ministerio de Salud de la Nación.
2. La Ley N° 26.130 sobre Régimen para las Intervenciones de Contracepción Quirúrgica,  que reconoce el derecho de las mujeres, a partir de los 18 años de edad, y sin necesidad de autorización de ninguna otra persona a realizarse gratuitamente la ligadura tubaria.

3. La Ley N° 25.929 sobre  Derechos de Padres e Hijos durante el proceso de nacimiento, que garantiza los derechos de las mujeres embarazadas y en situación de parto y posparto. 

4. La Ley N° 25.808 sobre Adolescentes Embarazadas, que prohíbe que en las escuelas se pongan obstáculos para que las adolescentes embarazadas o en período de lactancia puedan concurrir normalmente a la escuela.

5. La Ley N° 26.743 sobre el Derecho a la Identidad de Género, que reconoce el derecho de todas las personas a que su género sea el que refleja su vivencia interna e individual, independientemente de la correlación con el sexo biológico.

6. Finalmente La Ley N° 26.862, sobre Fertilización Asistida, que garantiza el derecho de todas las mujeres a acceder gratuitamente a todos los métodos científicos que posibiliten la fertilización asistida.

En relación con los avances en la cuestión del aborto, la Corte Suprema de Justicia en un fallo trascendente resolvió por unanimidad que cualquier mujer puede interrumpir un embarazo fruto de una violación sin necesidad de una autorización judicial previa. Asimismo, deja sentado que el médico que realice dicha intervención no podrá ser sancionado.

El Código Penal argentino prevé en el artículo 86, inciso 1 y 2, que el  aborto no es punible en dos situaciones: cuando se realiza para evitar un peligro para la vida o la salud de la madre, y cuando el embarazo proviene de "una violación o de un atentado al pudor cometido sobre una mujer idiota o demente".
El segundo inciso dio lugar a una larga discusión judicial en la que se dieron dos interpretaciones, una más restrictiva que entiende que el aborto sólo está permitido en caso de violaciones a mujeres con discapacidad mental, y otra que entiende que cualquier mujer abusada puede interrumpir el embarazo. Finalmente, la Corte se inclinó por la interpretación amplia de dicho artículo.
La Corte Suprema se refirió expresamente a que el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas sostiene que debe permitirse el aborto para el caso de embarazos que son consecuencia de una violación, y llamó la atención sobre la interpretación restrictiva del aborto no punible.
En cuanto a la práctica médica, los jueces definieron que los médicos no deben requerir autorización judicial para realizar este tipo de interrupciones y estableció que para realizar el aborto, la mujer deberá completar una declaración jurada dejando constancia que fue violada para que los profesionales que la asistan puedan efectuar la práctica sin tener responsabilidad penal.

El máximo tribunal también solicitó a las autoridades que implementen protocolos hospitalarios para la atención de abortos no punibles y pidió a los jueces "abstenerse de judicializar el acceso a estas intervenciones, las que quedan exclusivamente reservadas a lo que decidan la paciente y su médico.
----
En un evento tan importante como el de hoy, la Argentina desea reconocer y destacar el hito que ha significado para el reconocimiento de los derechos de género la aprobación de la Convención Belem do Para, que ya incluye entre sus Estados parte a 32 de los 35  Miembros de la OEA. 
La Argentina trabaja cotidianamente para que la igualdad de hecho y de derechos entre varones y mujeres sean una realidad. Ello es parte del mandato social y de la convicción política del Gobierno de la Presidenta Cristina Fernández de Kirchner y junto con la defensa y la promoción de los Derechos Humanos, son política de estado en la República Argentina. 
Muchas gracias. 
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